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1UEZ PONENTE: FAUSTO IVAN ANDRADE VERA ^
PRIMERA SALA DE LO PENAL Y DE TRANSITO. Portoviejo, sábado 10 de
marzo del 2012, las 10h2ó. VISTOS: Mediante sorteo de Ley ha llegado a
conocimiento de esta Sala los recursos de apelación interpuestos por los
accionados, Coronel de PoJicia de EM. Dr. PedroMarcelo Carrillo Ruiz, Director
Nacional de Asesoría Jurídica de la Policía Nacional y Delegado del Señor
Ministro del Interior y doctor Jaime Andrés Robles Cedeño, en su calidad de
Director Regional de la Procuraduría General dei Estado en Manabí, en la Acción
de Protección presentada porelMayor dePolicía en servicio activo David Enrique
VillamarMendoza, de la sentencia dictada porel señor Juez Tercero de Trabajode
Manabí, Ab. José Ormaza Rivero. Siendo el estado de la causa el de resolver, la
Sala considera: PRIMERO.- De conformidad de lo prescrito en el numeral 8 del
articulo 8; numeral 2, del artículo 166; y, numeral 1, del artículo 168, de la Ley-
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, esta Sala es
competente para el conocimiento y resolución dei presente recurso. SEGUNDO.-
La presente Acción ha sido tramitada de conformidad con el ordenamiento
jurídico constitucional y procesal aplicable al caso; por lo que se declara su
validez. TERCERO.- De fs. 21 a 25 vía., de los autos, consta el escrito por medio
del cual el accionante deduce la acción de protección, dentro de la cual en el
numeral Quinto indica la pretensión concreta de la misma que dice: "..Jil Ecuador

\/ es un Estado Constitucional de derechos y justicia, por tal motivo, apegado
estrictamente a éste principio constitucional, solicito que mediante sentencia o

V resolución declarar, a) Sin ligar y de nulidad absoluta la disposición administrativa
constante Telegrama Oficial de septiembre 30 del 2011 # 857-CD, dirigido al
Comandante Provincial Policial Manabí # 4, donde se ordena cumpla una sanción
disciplinaria de 96 horas de arresto; b) Que como Medida Cautelar usted, señor(a)
Juez(a) disponga que para remediar el daño que se me ha ocasionado y evitar el
perfeccionamiento de otros actos ilegales, disponga como medida urgente hacer
cesar de forma inmediata Ja acción disciplinaria de 96 horas de arresto, por
maliciosa, temeraria, persecutoria y arbitrariamente que se me ha hecho, al
ordenar tal nefasta acción disciplinaria arresto-, violando claras disposiciones
constitucionales indicadas a través de la presente; en caso contrario se estaría
perfeccionando tal acto administrativo impugnado y ya no tendría razón de ser
esta acción, c) Que se cumpla lo dispuesto en el Reglamento de Disciplina de la
Policía Nacional, en sus disposiciones constantes en el párrafos anteriores y en
atención a \o dispuesto en el Art. 87 de la Constitución de la República del
Ecuador, declare aceptada esta acción y sobre todo disponga urgente e
inmediatamente la medida cautelar que estoy solicitando para hacer cesar la
violación de mis derechos constitucionales tantas veces vulnerados y declare con
Jugarla acción de protección constitucional actual ....". CUARTO- De fs. 187 a
188 vía., obra el escrito mediante el cual el accionado Señor Coronel de Policía de
E.M. Dr. Pedro Marcelo Carillo Ruiz, Director Nacional de Asesoría Jurídica de la
Policía Nacional como Delegado del Señor Ministro del Interior para que
intervenga dentrode esta causa, interpone recurso de apelación manifestando en lo

>> principal lo siguiente, "...esta acción de protección es improcedente porque es



notoriamente ajena a la tutela constitucional, puesto que la misma esta reservada V
para restablecer situaciones que provengan de violaciones de derechos
constitucionales y garantías fundamentales, entonces lo determinante para resolver
acerca de esta pretensión esque exista una violación de rango constitucional y NO
LEG.AL NI ADMIMSTRATTVO, YA QUE SI ASÍ FUERA LA ACCIÓN DE
PROTECCIÓN PERDERÍA TODO SENTIDO Y' ALCANCE Y SE
CONVERTIRÍA EN UN MECANISMO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD.
Es decir esta Acción no cumple con ninguno de los presupuestos del Art, 88 de la
Constitución de la República, Por lo tanto la Autoridad superior debe declararla
sin Jugar, claramente pertenece al proceso Contencioso Administrativo, es decir
cumple con las improcedencias establecidas en el articulo 42 de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, especialmente Jos
numerales 1,2, 3 y 4..." . Afs. 189 del proceso consta el escrito de interposición de
recurso de apelaciónpresentado porel Señor Director Regional de la Procuraduría
<Jenerñ\ del Estado en Manabí. QUINTO- La sentencia materia del presente
recurso, debe responder al mandato del Art. 424 de Ja Constitución de Ja
República, es decir la obligatoriedad de aplicar la supremacía de Ja norma
constitucional, sobrelos actos delpoder público, que deben mantener conformidad
con Jas disposiciones constitucionales, en caso contrario carecerán de eficacia
jurídica, y en orden jerárquico Juego Ja aplicación de los Tratados y Convenios
Internacionales de derechos Humanos, que prevalecerán sobre cualquier otra v
norma jurídica o acto del poder público, en ese contexto, la Sala entra al análisis (
de la misma, a efecto de establecer si en Ja acción de protección propuesta por el
accionante DavidEnrique Villamar Mendoza, quien pide tutela constitucional, por
considerar que se han vulnerado derechos y garantías de rango constitucional
dentro del procedimiento administrativo disciplinario en la cual se le impuso una
sanción de 96 horas de arresto, y para ello es necesario revisar si en ese acto
administrativo, se observaron las garantías básicas del debidoproceso, contenidas
en el Art, 76 de Ja Constitución de la República. Si bien es cierto que las
infracciones disciplinarias de losmiembros de la Policía Nacional, serán juzgados
por Jos órganos competentes establecidos por la ley, de acuerdo a lo dispuesto en
eJ últmio inciso del Art. 160 de Ja Constitución, en concordancia con eJ Art. 188
Ibidem, también es cierto que los actos y diligencias practicadas en todo trámite
administrativo, ordenadas por el funcionario competente (Comandante del IV
Distrito de la Policía), no deben vulnerar Jos derechos y garantías de Ja persona
procesada; puesto que, en eJ desarroJJo del mismo se incluirán las solemnidades
que exige el ordenamiento jurídico, para que los derechos fundamentales se
materialicen y no queden en simples enunciados. Se impone entonces el análisis
del hecho que motivó el proceso administrativo disciplinario de Ja conducta del
miembropolicial, pero antes se precisa considerarque el Art, 88 de la Constitución
dispone: " la acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de
Jos derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista
un 'vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier
autoridad pública no judicial.", y el Art. 40 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional recoge los mismos enunciados de la a



ct;
V norma constitucional, consecuentemente solamente si el acto emanado por el y

señor Coronel de Policía E.M. Ledo. Manuel Nieto Pefíaherrera, Comandante del
Cuarto Distrito de la Policía Nacional, que juzgó la conducta de uno de los
miembros de la referida institución; en este caso, el Mayor de Policía David
Enrique Villamar Mendoza, violó sus derechos y garantías constitucionales; al
respecto, la Sala observa queprevio a imponerse la sanción disciplinaria de arresto
de 96 horas al accionante, se ordenó iniciar una investigación sobre los supuestos
actos indisciplinarlos en que incurrió el MayorDavid Enrique Villamar Mendoza,
investigación que fue realizada por el Teniente de Policía Ángel Enrique Andrade
Cajas, cuyo informe obra de fs 6 a 13 de los autos, dentro del cual en la parte de
antecedentes se indica que esta investigación se realiza con base al memorando
número 2011-2504- DGO-PNE de fecha 20 de agosto del 2011, suscrito por el
General Inspector de la Policía Nacional, Ledo. Rodrigo M. Suárez Salgado,
DIRECTOR GENERAL DE OPERACIONES, dirigido al Señor Comandante
Provincial de la Policía Nacional Manabí No. 4. En la parte de conclusiones del
mencionado informe, el oficial investigador indica: "... que de acuerdo a las
versiones receptadas en el comentario realizado por el señor Mayor de Policía
David Villamar, no se ha faltado el respecto ni se han utilizado palabras ofensivas
en contra del señor oficial General (Lie. Rodrigo Suárez)..". Posteriormente, a fs.
17 del proceso, consta el memorando No. 2011-4838- P1-CP4, Portoviejo 04 de

\¿ Octubre del 2011, suscrito por el Mayor de Policía Jaime Salazar Montesdeoca,
dirigido al Teniente Andrade Cajas Miguel Enrique, mediante el cual se le
comunica que debe cumplir la sanción disciplinaria de 48 horas, teniendo como
motivo para imponer tal sanción, el contenido del informe invesíigativo No.
2Q11-344-UPAI-GP-4, suscrito el 23 de septiembre del 2008, en el cual a criterio
del sancionador emitió conclusiones parcializadas, manifestando en primera
instancia que el Ab. Efraín Mendoza Vera, en ningún momento se ha contactado
con el Señor General Rodrigo Suárez, solicitando ayuda para uno de sus clientes,
contradiciéndose y manifestando en la conclusión final que no se ha faltado el
respectoni se ha utilizadopalabras ofensivasen contra del señor General Inspector
Ledo. Rodrigo Suárez, demostrando que el trabajo realizado no responde a la
realidad, observando falta de profesionalismo en la investigación SEXTO- De lo
expuesto en el numeral anterior claramente se percibe que dentro del informe
invesíigativo realizado por el Teniente Ángel Enrique Andrade Cajas, no se
estableció la responsabilidad del accionante respecto a las faltas disciplinarias
sobres las cuales se le impuso la sanción; además de lo anterior, el hecho de
haberse sancionado al oficial investigador por considerar que no actuó con
imparcialidad al realizar tal investigación, revela que no existió la debida
imparcialidad del oficial superior que impuso la sanción motivo principal de la
presente acción constitucional, puesto que no solamente no acogieron las
conclusiones del informe en el que se exculpa de cualquier responsabilidad al
accionante, sino que por el contrario, el Coronel de EJV1. Ledo. Manuel Nieto
Peñaherrera, sanciona al oficial a cargo de la investigación, siendo el prenombrado
oficia] quien impuso también lasanción al accionante. SÉPTIMO.-El artículo 1 de

n/ la Constitución de la República del Ecuador, establece que el Ecuador es un



Estado Constitucional de derechos y justicia..., calificativo que denota a la y
Constitución como determinadora del contenido de la Ley, el acceso y el ejercicio
de la autoridad y la estructura del poder, siendo los derechos de las personas, a la
vez, límites del poder yvínculos por lo que la Constitución de la República es de
directa e inmediata aplicación y los derechos y garantías en ellos contenidos
justifican el orden constitucional, así como también el artículo 426 de la Carta
Suprema consagra que todas las personas, autoridades einstituciones están sujetas
ala Constitución ylasjuezas yjueces, autoridades administrativas y servidoras y
servidores públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las
previstas en los instrumentos internacionales de derechos Humanos siempre que
sean más favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las
invoquen expresamente. En el análisis preciso de la Acción de Protección
Constitucional, se desprende que dicha acción recae sobre la vulneración de
derechos en la que presuntamente ha incurrido el señor Coronel de Policía de E.M.
Manuel Nieto Peñaherrera, al emitir un acto ilegitimo, que implica una violación a
los derechos de rango Constitucional garantizado en el mismo Estatuto Supremo.
En este contexto fa Acción de Protección regulada en el artículo 88 de la
Constitución de la República del Ecuador determina que la Acción de Protección
tendrá el amparo directo yeficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y
podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales
por actos u omisiones de cualquier Autoridad Pública no Judicial y cuando la ^
violación proceda de una persona particular si la violación del derecho provoca
daño grave, si presta servicios públicos y propios se actúa por delegación o V
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación,
indefensión o discriminación; y el artículo 424 de la Constitución de la República
«fíala -"La Constitución es la norma suprema yprevalece sobre cualquier otra del
ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán
mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario
carecerán de eficacia jurídica". De la interpretación de est^ norma se llega a
determinar que Ja Constitución de la República está por encima de cualquier
ordenamiento jurídico y prevalece sobre todo sistema de justicia, por lo que la
Constitución es la base democrática en la cual descansa el sistema jurídico de un
Estado Constitucionalista como eJ nuestro, consecuentemente, sus normas deben
de ser aplicadas obligatoriamente sobre cualquier acto atentatorio contra los
derechos subjetivos de los administrados entre los que se encuentran los servidores
públicos de sector estatal yde los organismos seccionales, provenientes del poder
público en el marco de un estado constitucional de derechos yjusticia sobre la
cual se erige la nueva arquitectura del ordenamiento jurídico ecuatoriano.
OCTAVO-°E1 articulo 40 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional nos determina cuando se puede presentar una acción de
protección indicando los requisitos básicos como son: 1. Violación de un derecho
constitucional; 2. Acción y omisión de autoridad pública o de un particular de
conformidad con el artículo siguiente; 3. Inexistencia de otro mecanismo de
defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado. En lo
referente a la competencia el articulo 7 de la Ley Orgánica de Garantías ^
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V Jurisdiccional yControl Constitucional indica de manera clara: "Será competente ^

cualquierjueza ojuez de primera instancia del lugar en donde se origina el acto u
omisión o donde se producen sus efectos...". NOVENO.- La Acción de
Protección es una garantía d,señada para tutelar de manera efectiva eficaz e
ÍuZlt C™aih,ci0nal- *»*> ««*» * la Administración Pública noJudicial. Al respecto es necesario preciar que el Debido Proceso es un derecho de
rango constitucional, cuyas garantías básicas están plenamente descritas en el
articulo 76 de la Concitación de la República, por lo que éstas se constituya en
a, núcleo vital yque el ejercicio de una potestad en el ámbito sancionatorio debe
respetar de manera ,rre*icta todas ycada una de estas garantías descritas en la
norma constitucional; El debido proceso es un derecho d¡ protección establecido
para garantizar las condiciones mínimas de ejercicio de potestad yde ade™ £
defensa q™ genere un resultado. En la presente causa la Sala establece que
1 ,7 TTtB SbáSÍCaS dcI Debid° Prereso ««e se encuentran previ!,en el articulo 76 numeral 2de la Constitución de la República que mdica - Se
presumirá la inocencia de toda persona, yserá tratada como taímientrasno se
declare „ responsabilidad mediante resolución fume osentencia ejecutoada "
esto por cuanto a pesar de existir un informe investiga*™ que favorecía'al
accionante, no se lo acogió en • favor, sumandos, atal situación la saTón qu
^impone al oficial acargo de tal investigación por parte del m,smo McTa!
forma que la intención siempre fue la de sancionar al accionante- y por

coléente ?', f ? P0"™ Jueza »J— "dependiente, imparcial y
StoST.'ht.^rrT' Uldiscutíble»^ justifica que «la violentado
,mrT Í a' f^ ;md,Ca P""™5"5 *" el ** 82 te «uestra Constituciónuno de los fundamentos principales dei accionante para prestar esta accon'
frente a lo cual es necesario precisar y analizar que apartir de la puerta ™
vyencia de a Constitución de. 2008, » „,„a una nueva conciat "
entura del Estado Ecuatoriano, hoy losEcuatorianosnosreconocZcomtuL

a^etnd'ote'l, C!> * ""^ " b¡,bW *" ***> Constitucional»,™2Zl C°nS,JtUa™ está conformada por un conjunto de normas queno solo deben servir para ser declamadas o invocadas «ricamente lo
fundamentalmente para prevalecer sobre cualquier otra norma lega" LpTca
entonces w hay que tener en cuenta que esta norma suprema colmo" 1
p^na humana en .„ manifestación individual ycolectiva como en7e„0!
crea el Estado y se otorgan competencias a sus agentes; es de allí que el

JlIRIDICA » fundamenta en el respeto ala constitución yen la existencia *
normas jurídicas previa., claras^ públicas y aplicadas por las aufcZdel
competentes'; es decr, es la posibilidad que el Estado debe damos™™:
derecho, de prever los efectos y consecuencias de nuestros actoTol 1



celebración de los contratos para realizarlos en los términos en la norma. Como lo
señala la doctrina, esta es la recta interpretación de la ley eintegración del derecho
que harén los j„*res; pero este derecho fundamental en el estado Constitucional
de Derechos yJusticia, hay que entenderla como señala ROBERTO DORMÍ en su
Obra sobre esta materia, página 118 "La seguridad originaria, que fue el nuevo
derecho para el proceso de reformas del Estado, debe ceder ala seguridad jurídica
=obrevmiente o derivada que permitirá asegurar la reloealización del Estado, la
^distribución de la economía y la recreación del control". Cuando esta no se
rumple se vulnera el DEBIDO PROCESO, aquel que se sintetiza en la aplicación
razonable proporcionada yjusta de las normas jurídicas procésales ymateriales y
que como es obvio, una sentencia o decisión injusta agravia tanto como un
proceso formalmente irregular, "implica reconocer la exigencia de que las
decisiones que se emitan en cualquier proceso oprocedimiento -en particular las
que resuelven el caso concreto- deben ser razonablemente justas". De esta forma
al ser la Acción de Protección una garantía constitucional diseñada para proteger y
reparar derechos constitucionales cuando son vulnerados por actos de
administración Pública no judicial, presupuestos que se reúnen en la presente
cauca esta Primera Sala de lo Penal yde Tránsito de la Corte Provincial de Justicia
de Manabí "ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO
SOBERANO DEL. ECUADOR, YPOR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN
Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA", rechazando los recursos de apelación
interpuesto* CONFIRMA la sentencia venida en grado. Cúmplase con lo
dispuesto en el numeral cinco ddartrcülo 26 de la Constitución de la República
del Ecuador. NOTIFÍQUESE YdJMPLASE.

CONJUEZ

Certifico:

AB HECTéR ORDOÑEZ CHANCAY
COrpjEZ PERMANENTE

DR. FA! O IVAN ANDRADE
VERA

NJUEZ PERMANENTE

Ab Jorge Luis Murillo EstrapM
SFCRETARIO RELATOR (E) DE LA PRIMERA SALA DE GARANTÍAS

PENALES
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En Portovejo, sábado diez de marzo del dos mil doce, apartir de las diez hora» v
cuarenta ycuatro m,nutos, medíante boletas judica.es notifiqué la SH^ENnA

™OR *fNDt^A ***"» DIOTTYMA DRA. MINISTRO DEL
INTERIOR en la casilla No. 181 del Dr7Ab LUIS «MTONTn PBPrJvrTBRAVO; PROC^ADURIA REGIONAL en CasillaSS

„„DLTJni„ „ Ab- Jorge Luis Murillo Estrapa
SECRETARIO RELATOR (E) DE LA PRIMEÁBALA DE GARANTÍAS

PENALES,

RAZÓN: En esta fecha se encviar, j„ autos al Juzgado de origen.
Portoviejo, Marzo~2ft.de! 2012

SECRETEARÍA PRIMERA SALA PENAL
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